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Eje: Debates en torno al aborto.
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· Resumen
A partir del año 1989, a través de modificaciones legales efectuadas en el marco del régimen militar de Pinochet, el aborto en Chile es completamente penalizado; en septiembre de ese año se aprueba la Ley N°18.826, que establece un artículo único que dispone: “Art.119.- No podrá ejecutarse ninguna acción cuyo fin sea un aborto”, negando así toda posibilidad de acceder a la interrupción del embarazo, inclusive en aquellos casos en que se debe realizar por motivos terapéuticos, incluyendo la protección de la vida de la mujer. 
Esta situación ha afectado a miles de mujeres que, ante tales restricciones, se han visto en la necesidad de recurrir al aborto clandestino, la mayoría de las veces realizado en ámbitos inadecuados, en condiciones sanitarias precarias, ejecutado por personal no capacitado o sin ningún tipo de asistencia médica competente. Esta realidad constituye un factor de riesgo importante para la vida de las mujeres, pues aumenta la posibilidad de mortalidad materna y genera enormes complicaciones psíquicas y físicas. 
[bookmark: _afbaptmq5nx4]Luego de múltiples debates y presiones sociales, el ejecutivo se ha visto en la obligación de presentar un proyecto de ley que busca despenalizar el aborto en tres causales: (1) Peligro para la vida de la mujer, (2) Inviabilidad fetal de carácter letal y (3) Embarazo por violación. Sin embargo, este proyecto fue realizado sin cuestionar la política del consenso establecida con los sectores más conservadores del país y obedeciendo a los criterios del pacto consagrado en dictadura, que prohibía abordar problemáticas consideradas demasiado controversiales en el marco político chileno.
· Presentación
En el presente trabajo se hará una breve síntesis de los status legales que ha tenido la práctica del aborto en Chile, y las diferentes iniciativas respecto a su legalización en el país, teniendo como objetivo principal desarrollar las continuidades que existen respecto a la política instaurada durante el régimen militar y los gobiernos pos-dictadura en torno a la interrupción del embarazo, entendiendo que existe una grave desatención a la salud sexual y reproductiva de las mujeres que se extiende desde la dictadura hasta la actualidad. 
· Síntesis de la evolución del marco normativo del aborto en Chile
La práctica del aborto en Chile se comienza a regular con la introducción del Código Penal elaborado en 1874, el cual procura sancionar a quien causare un aborto en forma maliciosa. Se tiende a considerar que el término “malicioso” fue utilizado con el objetivo de evitar el castigo de aquellas personas que procedían de buena fe; pero la connotación del término es discutible, y se lo ha considerado como una referencia a la intención del sujeto que ejerce la conducta. Este es el único punto que presentaba un límite formal para la realización de un aborto, resultando lícito en todos los demás casos (BCN, 2015).
En 1931, es introducido el Código Sanitario, que establece que por razones terapéuticas se puede interrumpir un embarazo (Ibíd.). El procedimiento requería la opinión documentada de tres facultativos y, en casos de urgencia, se permitía que la intervención fuera ejecutada por un solo médico y dos testigos.
En 1968 entra en vigencia un nuevo Código Sanitario, que establece que sólo con fines terapéuticos se podrá interrumpir un embarazo. Para proceder en la intervención se requería la opinión documentada de dos médicos-cirujanos. Con esto se reducen los requisitos necesarios para interrumpir el embarazo. Entre 1970 y 1972, el Departamento de Ginecología y Obstetricia del Hospital Barros Luco amplía la interpretación de esta norma facilitando el acceso al aborto a aquellas mujeres pobres que no desearan terminar el proceso de gestación, teniendo en cuenta las condiciones psíquicas, emocionales, socioculturales y económicas que las afectan (BCN, 2015).
A partir de 1989, bajo el régimen militar de Pinochet, la interrupción del embarazo en Chile se prohíbe sin contemplar excepciones: se sustituye la excepción que consagraba una admisibilidad limitada el aborto por razones terapéuticas por la Ley N°18.826, que deroga el Art.119 del Código Sanitario y lo reemplaza por un artículo único que dispone lo siguiente: “Art.119.- No podrá ejecutarse ninguna acción cuyo fin sea un aborto”.
· Cifras y Datos
Así como ocurre en la mayoría de los países donde la interrupción del embarazo no es legal, en Chile no es posible determinar cifras exactas sobre la cantidad de mujeres que deciden abortar periódicamente, ya que se trata de una práctica que se ejecuta en la más absoluta clandestinidad. Existen muchas estimaciones al respecto, pero no hay un acuerdo respecto a las cifras reales. En el año 2011, la cifra más repetida fue de ciento sesenta mil (160.000) abortos estimados al año. Esta cantidad ha sido difundida por instituciones oficiales del Estado, por académicos y políticos, y es reconocida por la Red de Salud y Derechos Sexuales y Reproductivos (FORO), que advierte que Chile se encuentra entre los países con las tasas más altas de aborto de América Latina y el Caribe (Yañez, 2011). 
En 2015, el Ministerio de Salud presenta un documento con antecedentes generales sobre el aborto en Chile, donde se detallan varias cuestiones en relación al proyecto de ley que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales.  El informe contiene cifras oficiales registradas entre los años 2000 y 2012 en el país; en ese último año se registraron treinta y un mil novecientos cuarenta y tres (31.943) egresos hospitalarios de embarazos terminados en aborto (Minsal, 2015).  
En 2016, el instituto Alan Guttmacher publica un informe donde se establece que Chile es uno de los pocos países en el mundo que prohíbe el aborto inducido en toda circunstancia, incluso si la vida de la mujer está en riesgo. Dado su status legal, en el país no existe evidencia realmente sólida sobre la incidencia del aborto inducido, por lo cual el debate informado sobre el impacto del aborto clandestino en las mujeres y familias chilenas se ve obstaculizado por la falta de datos disponibles (Guttmacher Institute, 2016). 
Se considera que las mujeres que viven en condiciones de pobreza tienen una mayor probabilidad de usar métodos inseguros de aborto y de buscar tratamiento post-aborto en efectores de salud pública. Son también quienes tienen una mayor probabilidad de ser procesadas penalmente por buscar servicios clandestinos de aborto (Ibíd.). 
Según el informe, entre el año 2003 y 2012 hubo un total de tres mil quinientos setenta (3.570) mujeres y novecientos setenta y cinco (975) hombres que fueron sentenciados en Chile por denuncias relacionadas con la interrupción del embarazo. Los casos de persecución criminal son muy selectivos, pues involucran principalmente a las mujeres más pobres del país.
En el año 1994, el mismo instituto determinó en un informe sobre el aborto en América Latina que mientras las clases medias tienen acceso a interrumpir el embarazo en clínicas privadas y en condiciones adecuadas, las mujeres pobres de la región deben practicar el aborto en la clandestinidad, siendo las principales víctimas de su ilegalidad. 
Las mujeres pobres de zonas urbanas y rurales se ven obligadas a depender de personas sin capacitación, o de los métodos tradicionales que suelen provocar el aborto, son propensas a sufrir infecciones, hemorragias, daños al útero o al cuello del útero y reacciones adversas a los fármacos. Mientras sólo el 13 por ciento de las mujeres de zonas urbanas de ingresos altos sufre complicaciones post-aborto, el 44 por ciento de las mujeres de zonas urbanas pobres y el 54 por ciento de las mujeres de zonas rurales pobres experimentan complicaciones a consecuencia del aborto (Alan Guttmacher Institute, 1994).
· El Aborto después del Régimen Militar
En el año 1988, presionada principalmente por la crítica internacional y la creciente protesta callejera, la Junta Militar acepta llamar a un plebiscito que tenía como objetivo ratificar o rechazar la permanencia de Augusto Pinochet en el poder. En este mismo año se funda la Concertación de Partidos por el No, que luego de ganar con un 55,9% de los votos, pasó a llamarse Concertación de Partidos por la Democracia, coalición formada por más que quince partidos (Urriola Pérez, 2008) opositores al régimen militar. El primer gobierno de la concertación fue presidido por el demócrata-cristiano Patricio Aylwin.
Programa de Gobierno de la Concertación de Partidos por la Democracia
El Programa de la Concertación de Partidos por la Democracia de 1989 incluye dos apartados en los que se tratan algunas de las problemáticas vinculadas a la situación de las mujeres en el país; el primero de ellos es sobre la “incorporación plena de la mujer y protección de la familia”, donde el eje central está puesto en “promover una participación creciente de la mujer en el mundo del trabajo” (Programa de Gobierno, 1989) y en la protección de la familia tradicional, dejando en claro que “el gobierno democrático sustentará una adecuada actitud de apoyo para enfrentar el embarazo y el cuidado de los niños pequeños” (ibíd.). 
Los derechos reproductivos y la interrupción del embarazo, son cuestiones que se tocan sólo tangencialmente en dicho Programa, que aborda principalmente temas relacionados con la modificación del régimen matrimonial de sociedad conyugal, la inserción de la mujer en el mercado laboral y la participación social e inclusión institucional. En el apartado siete, la agenda de gobierno propone impulsar programas de planificación familiar para prevenir el embarazo adolescente y el aborto inducido.
El aborto en los gobiernos demócrata-cristianos: Patricio Aylwin (1990-1994) y Eduardo Frei Ruiz-Tagle (1994-2000)

Tras asumir la presidencia, Patricio Aylwin Azócar puso todos sus esfuerzos en respetar los términos que se habían acordado con el régimen de Pinochet en el contexto del plebiscito, enfocándose principalmente en la “reconciliación nacional”, el consenso político y en consolidar el modelo neoliberal impuesto en dictadura, aplicando prudencia fiscal, fomentando una economía abierta, el crecimiento de la exportación y el fortalecimiento del sector privado (Memoria Chilena, s.f.). El objetivo principal de este periodo fue mantener la estabilidad política, lo que suponía guardar silencio respecto a las violaciones a los derechos humanos y los horrores cometidos en dictadura (Urriola Pérez, 2008), pero también acatar las condiciones impuestas por Pinochet, convirtiendo este período en una transición pactada y tutelada. 
Durante este período se crea el Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM[footnoteRef:0]), cuyo objetivo principal sería “promover la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres”; sin embargo, durante el gobierno de Aylwin la mayor parte de la agenda institucional del SERNAM se orientó más bien hacia la familia y los niños, y no hacia las mujeres, dejando de abordar temas controversiales como el divorcio o el aborto (Urriola Pérez, 2008). Aylwin era, de hecho, un presidente católico que se manifestó sin ambigüedades contrario a la interrupción del embarazo (Yañez; 2011) y a favor de la familia tradicional. [0:  La creación del SERNAM en 1991 es consecuencia del compromiso contraído por Chile al ratificar la Convención de Naciones Unidas sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), en donde se recomienda la creación de organismos estatales que se preocupen de promover políticas públicas de igualdad entre mujeres y hombres.] 

En 1994 asume como la presidencia el demócrata cristiano Eduardo Frei Ruiz-Tagle. En ese mismo año se da a conocer el Plan de Igualdad de Oportunidades para las Mujeres 1994-1999 (PIOM), elaborado por el SERNAM, documento que se constituye en la base de los planteos que el gobierno de Chile lleva como posición oficial ante la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer (CCMM), celebrada en 1995 en Beijing (Olea, Grau, Pérez; 2000). El documento consta de ocho apartados, uno de los cuales trata sobre la mejora de la situación de la salud de las mujeres (SERNAM, 1994). 
El informe simplemente no menciona el aborto; sin embargo, se desencadena una gran polémica al incluir los conceptos “género” y “derechos reproductivos”, términos que alarman a la iglesia católica –recordemos la publicación de la “Carta a las Mujeres” emitida por el Papa Juan Pablo II- y a la derecha chilena. Ante las diversas reacciones luego de la publicación del PIOM, la ministra Josefina Bilbao aclara que “la postura de Chile ante la Cumbre de Beijing concuerda con la del Vaticano” (Olea, R.; Grau, O.; Pérez; 2000: 21) y que “para el gobierno de Chile es claro que el concepto de salud reproductiva no incluye el aborto” (Yañez, 2011).
Lagos y Bachellet

“Todos estamos contra el aborto. La concertación nació porque estaba a favor de la vida” respondió Lagos en el debate que sostuvo con Andrés Zaldívar como precandidato presidencial en mayo de 1999 (Yañez, 2011). 

Durante la campaña presidencial de Ricardo Lagos, varios integrantes de la concertación se posicionaron explícitamente contra el aborto, como Mariana Aylwin, que afirmó lo siguiente: “el programa de gobierno de la concertación es categórico: no vamos a legislar sobre el aborto bajo ninguna circunstancia, ni para el terapéutico ni para aumentar las penas” (Yañez, 2011).
El programa que Lagos defiende en su campaña presidencial, posee un capítulo titulado “integración plena de las mujeres”, el que se centra en la progresiva incorporación de las mujeres en la sociedad y en el mundo laboral, siguiendo la línea planteada en el Programa de la Concertación de Partidos por el No en 1989. El apartado consta de diez compromisos y medidas enfocadas principalmente a la profundización del proceso de incorporación de la mujer en el mercado del trabajo. Respecto a los derechos reproductivos se hace una única referencia que apunta a:

ampliar la cobertura de programas innovadores de salud mental, salud laboral, de atención de mujeres adultas mayores, prevención de embarazo adolescente, prevención y atención de los afectados por violencia intrafamiliar, programas de salud reproductiva, sexual y prevención del aborto (ibíd.). 

Durante su gestión se conocen dos casos de mujeres que solicitaron públicamente realizarse un aborto por motivos terapéuticos: en el año 2003, Griselle Rojas, una mujer de veintisiete años con riesgo vital debido a un embarazo molar, problema que le podía generar un cáncer o una preeclampsia severa. El feto tenía además sesenta y nueve cromosomas, lo que hacía imposible su vida fuera del útero. Griselle pidió la posibilidad de abortar por motivos terapéuticos, pero la legislación vigente se lo impidió (Yañez, 2011: 30). En el año 2004 se conoce públicamente el caso de Gladys Pavez, cuyo hijo carecía de pulmones, riñones y vejiga, a raíz de lo cual solicita interrumpir su embarazo ya que temía por su vida. Esto no ocurrió, y los médicos tuvieron que adelantar el parto tras cumplir siete meses de gestación. Su hija murió ocho horas después por insuficiencia respiratoria progresiva (Yañez, 2011. Pp. 31). A pesar de los casos que surgieron durante la gestión de Lagos y de las recomendaciones internacionales, no hubo voluntad política para legislar en favor del aborto. 
En noviembre del año 2004, Michelle Bachelet es proclamada precandidata presidencial. Su condición de mujer fue clave en su candidatura, pues buena parte de su campaña se centró en recursos que mostraban el “uso de la buena feminidad, apelando a un imaginario maternalista que opera el discurso de la supremacía moral de las mujeres como estrategia política cifrada en un liderazgo diferente” (Vera, A. 2009). 
Bachelet es una progresista proveniente del ala de la concertación que nunca se ha declarado feminista, pero que supo posicionarse políticamente a través de un liderazgo diferente, donde su condición de género se convierte en un hecho simbólico fundamental para la elaboración de un discurso político novedoso, a pesar de no profundizar en medidas que ubiquen a las mujeres como sujeto político en Chile.
El programa de gobierno que Bachelet sostiene para el período 2006-2010 incluye un apartado contra la discriminación que contiene una sección titulada “igualdad de género” donde se establece que las mujeres sufren discriminación en el mundo laboral y en el sistema de salud, entre otros ámbitos. En el documento, Michelle Bachelet se compromete a impulsar una serie de políticas tendientes a eliminar la discriminación que sufren las chilenas en esos espacios. En materia de salud, concretamente, se compromete a desarrollar programas nacionales de atención en salud sexual y reproductiva especiales para adolescentes y a reponer el Proyecto de Ley Marco sobre Derechos Sexuales y Reproductivos[footnoteRef:1] (Bachelet, M. 2005) el cual hace una caracterización muy seria sobre la problemática, pero no propone como medida específica la legalización del aborto. [1:  El proyecto de ley marco sobre Salud y Derechos Sexuales y Reproductivos tiene como objetivo expreso “establecer las bases normativas generales para que el Estado de Chile asuma su responsabilidad internacionalmente comprometida en relación a la salud y los derechos sexuales y reproductivos de hombres y mujeres”. 
El proyecto de Ley consta de 17 Artículos; ninguno pretende la regulación del aborto, salvo el Art.13 que busca que el Estado asegure una “atención de calidad y digna en el tratamiento de las complicaciones del aborto y sus efectos en la salud de las mujeres, además de orientación y consejería en la regulación de la fertilidad post aborto”. ] 

En enero del año 2006, Michelle Bachelet se convierte en la primera mujer en presidir el gobierno de Chile. Su triunfo generó enormes expectativas respecto a posibles progresos en materia de género. Desafortunadamente, el hecho de tener una presidenta de sexo femenino no se tradujo en un avance en materia de salud reproductiva: en cuatro años de gobierno se aprobaron sólo ocho leyes[footnoteRef:2] en materia de género, las que apuntaron sobre todo a intentar garantizar condiciones de igualdad en el ámbito laboral y al cobro de pensiones y de bonos por hijos. No obstante, ninguna de estas medidas tiene relación con los derechos reproductivos ni con la interrupción del embarazo. [2:  Disponibles en el sitio web oficial de Michelle Bachelet: http://michellebachelet.cl/gobierno] 

En 2008 se hace público el caso de Karen Espíndola, una joven que da un testimonio en el Senado para solicitar un aborto terapéutico, dado que el feto en gestación tenía malformaciones incompatibles con la vida extrauterina. A pesar de manifestar que sentía su vientre cual féretro, Karen no es escuchada, hecho que demuestra de manera contundente el poder patriarcal en sus más deleznables decisiones contra las mujeres en Chile (Grau Duhart, O. 2012). 
El gobierno de la Coalición por el Cambio

Reafirmamos el compromiso con los valores que orientan a nuestra sociedad: con el valor de la vida, especialmente de una persona inocente e indefensa como el niño que está por nacer; con el valor de la familia, con el buen trato y el respeto entre los chilenos… (Piñera, S. 2009)

Desde el fin de la dictadura militar de Augusto Pinochet, la Concertación de Partidos por la Democracia gobernó durante veinte años consecutivos en Chile. Este predominio electoral ininterrumpido termina con el triunfo del candidato presidencial del pacto derechista Coalición por el Cambio, en el año 2010 (Navia, P. 2010).
El Programa de Gobierno de Piñera no tiene desperdicio en política de género; considera necesario “apoyar y fortalecer la familia como institución básica donde mejor se transmiten los valores de nuestra sociedad” (Piñera, S. 2010) y ubica a la mujer en un espacio social tradicional, supeditado a la maternidad y al cuidado de la familia. Las propuestas de género de la plataforma de Piñera se concentran fundamentalmente en la inserción de la mujer al mercado del trabajo, y en poder comulgar su entrada al mundo laboral con el cuidado de los hijos y la vida familiar. 
Lo claro es que el programa de Sebastián Piñera niega absolutamente de la autonomía de cada mujer; se las piensa como seres sin capacidad reflexiva y sin poder de decisión propia, y plantea medidas concretas contrarias al derecho a interrumpir el embarazo:

Para apoyar a las mujeres más jóvenes promoveremos programas de educación sexual con contenidos claros, que ayuden a prevenir los embarazos adolescentes no deseados y fomenten la paternidad y maternidad responsable, respetando siempre el derecho a la vida y el de los padres de educar a sus hijos. Además, daremos todo el apoyo necesario a las mujeres embarazadas de forma que opten por la vida y no tengan que recurrir al aborto (Piñera, S. 2010. Pp. 145).

Es clave recordar que el aborto en Chile es penalizado incluso en los casos más extremos. En efecto, las políticas contrarias a la autonomía sexual y reproductiva de las mujeres planteadas en este programa fueron un hecho durante la gestión de Piñera; un ejemplo claro de esto es el caso de Belén, una niña de once años que en el año 2013, después de innumerables abusos sexuales por parte de su padrastro queda embarazada. La madre de Belén afirmó ante los tribunales que su pareja no abusaba de la menor, sino que se trataba de relaciones consentidas y de mutuo acuerdo (El País, 2013), hecho que demuestra una situación completamente patológica para el desarrollo personal de la niña. El caso es expuesto nacional e internacionalmente, por las aberrantes características del mismo y por el nivel de atrevimiento de las opiniones vertidas por el Presidente Piñera, que destacó la “profundidad y madurez” de Belén que con once años mostró la voluntad tener a su hijo (The Guardian, 2013). Tras las declaraciones del presidente, muchos expertos en salud afirmaron que, considerando que se trataba de una niña cuya integridad física estaba comprometida, que el entorno familiar era completamente adverso y que su capacidad de discernimiento estaba siendo afectada por los traumas generados por los abusos de los cuales había sido víctima, era necesario considerar la posibilidad de realizar un aborto terapéutico. En este sentido, el caso de Belén es el puntapié inicial a raíz del cual comienza a instalarse en el debate público la interrupción del embarazo por motivos de salud.
· Las tres causales
Desde el retorno al gobierno civil en 1990, no ha habido casi ningún político o funcionario gubernamental dispuesto a debatir la liberalización del aborto en Chile (Htun, M.; 2010); sin embargo, el surgimiento de casos como el de Belén, y las posturas en extremo conservadoras que muestran las autoridades políticas del país, comienzan a posicionar el aborto en el debate público. 
El 2013 es un nuevo año de elecciones presidenciales en Chile, pero es también un año muy complejo en términos políticos, pues el gobierno de Piñera tiene que lidiar con diversas movilizaciones sociales, con el conflicto en La Araucanía, con un Censo con datos presuntamente manipulados y errores metodológicos, entre muchos otros conflictos (Catiglioni, R. 2014), todo esto contribuye con la contundente derrota de la candidata oficialista, Evelyn Matthei, y el retorno de Michelle Bachelet a La Moneda.
Esta vez, el programa de la candidata de la Nueva Mayoría propone en la sección de equidad de género la “despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en caso de peligro de la vida de la madre, violación o inviabilidad del feto” (Bachelet, M. 2013). 
En diciembre del año 2014, la entonces ministra de salud Helia Molina, anunció que se enviaría el Proyecto de Ley de Aborto Terapéutico al Congreso. “En el documento se detalla, por ejemplo, qué se va a considerar un feto inviable y qué es una amenaza de vida para la madre” dijo la ministra en una entrevista al Diario la Segunda, además de aclarar que se trataba de un proyecto suave (La Segunda, 2014). Sin embargo, lo más relevante de esta entrevista fue la siguiente declaración de Molina: “en todas las clínicas cuicas de este país muchas de las familias más conservadoras han hecho abortar a sus hijas. Las personas con más dinero no requieren de leyes, porque tienen los recursos” (Helia Molina en La Segunda, 2014). Inmediatamente después, el Ministerio de Salud difunde una declaración en la que señala que las palabras de Molina responden a una opinión personal y no representa el pensamiento del gobierno de Chile, desautorizando a la ministra Helia Molina, quien todavía estaba a la cabeza de la cartera (CIPER, 2014) y que se vio en la obligación de presentar su renuncia al cargo. 
Sin embargo, las palabras de la ex ministra denotan una realidad irrefutable, y es que en Chile, al igual que ocurre en la mayor parte de los países con este tipo de restricciones en materia de derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, la prohibición de la interrupción del embarazo es una problemática que afecta sobre todo a mujeres de los segmentos empobrecidos, que tienen que recurrir a abortos inseguros en la clandestinidad, motivadas en general por cuestiones de orden económico, entre muchas otras razones .
El treinta y uno de enero del año 2015, se envía al Congreso Nacional el proyecto de ley que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (Boletín N°9895-11) y en la actualidad está siendo evaluado en la Cámara del Senado, donde había sido aprobada la idea de legislar al respecto.
· A modo de cierre
Como se puede observar, el retorno al gobierno civil en Chile se caracterizó por concretarse mediante un pacto establecido con la dictadura de Pinochet. Este pacto supuso la existencia de ciertas problemáticas que no podían discutirse en el gobierno de la transición, por ser consideradas controversiales. Consecuentemente, el objetivo principal de la gestión de Patricio Aylwin fue garantizar los acuerdos establecidos con la dictadura en virtud de la “reconciliación nacional” y de asegurar la gobernabilidad y estabilidad del gobierno civil mediante el consenso con los sectores más conservadores de la política chilena, dando paso a una democracia de baja intensidad. 
Sin embargo, el consenso se ha instituido como un valor en sí mismo en la política chilena. Los gobiernos de la concertación que suceden al período de la transición, y que tuvieron el poder por veinte años consecutivos, han abandonado el tratamiento institucional de temas que pueden generar conflictos, como el aborto, claudicando ante las políticas de la derecha más recalcitrante.
Como vimos antes, durante los últimos años de la dictadura se prohíbe la interrupción del embarazo, por lo tanto, deja de ser considerada una problemática de salud pública cuya solución corresponde al Estado. La información que tenemos al respecto es alarmante, sabemos que el aborto es una realidad concreta que afecta sobre todo a aquellas mujeres que pertenecen a los segmentos más empobrecidos de la sociedad, donde han fallado todos los mecanismos de prevención. Estos suelen ser los sectores con las tasas de natalidad más altas y con mayor cantidad de casos de embarazo adolescente, donde el Estado tampoco ha tenido la capacidad de garantizar el acceso a una educación sexual integral ni a métodos de anticoncepción efectivos. 
Los tres primeros gobiernos de la concertación se posicionan públicamente en contra del aborto; sin embargo, la llegada de una mujer a la presidencia tampoco implicó un avance significativo al respecto. El primer gobierno de Michelle Bachelet se propone reponer el Proyecto de Ley Marco para cumplir con las responsabilidades a las que se comprometió internacionalmente. En el proyecto se hace una caracterización muy clara sobre los derechos sexuales y reproductivos, pero no trata el aborto como un derecho, ni busca su legalizarlo, sino tratar sus complicaciones y las consecuencias de su práctica.
Los gobiernos de la concertación no han abordado el aborto como un derecho ni lo han propuesto en la agenda pública por el coste político-electoral que les supone; no han tenido la voluntad política de tratarlo como un tema de salud pública que afecta a un gran porcentaje de mujeres en el país. La falta de compromiso que la concertación ha tenido con los derechos de las mujeres, ha dejado un espacio abierto para que la derecha y los sectores más conservadores avancen en la despolitización de la discusión, y son precisamente estos grupos quienes han hegemonizado el debate tratando al aborto como un “tema valórico” y de responsabilidad individual, instalando una visión negativa y despolitizada en relación a los derechos sexuales en el tejido social, ganando tanto la batalla simbólica pero también la batalla institucional, al frenar cualquier tipo de avance legal, ubicando a Chile dentro de la pequeña y lamentable lista de países que prohíbe el aborto sin excepciones.
En efecto, desde fines de la dictadura, el Estado de Chile, a través de sus diversos gobiernos de turno, se ha ocupado de criminalizar los derechos sexuales de las mujeres, en especial de las más pobres, que son las que recurren más frecuentemente a abortos inseguros y clandestinos, y buscan tratamientos post-aborto en efectores de salud pública a causa de sus complicaciones, teniendo que soportar daños físicos, psíquicos y procesos judiciales a causa de la prohibición absoluta de la interrupción del embarazo.
Frente a este problema de salud pública, el Estado debe plantear soluciones específicas, estudiando el tema de manera tal que sea factible la obtención de datos precisos que posibiliten generar políticas y programas efectivos en materia de salud sexual y reproductiva y que consideren el aborto como una realidad concreta con consecuencias que deben ser resueltas. La presentación del proyecto que busca despenalizar el aborto en tres causales, es un avance que surge de las presiones nacionales e internacionales y del conocimiento de varios casos aberrantes de mujeres a las que el Estado obligó a terminar embarazos inviables. No obstante, por las características del problema, este proyecto resulta insuficiente, ya que no busca garantizar el acceso a la interrupción del embarazo por parte del sector más afectado: las mujeres pobres; pero tampoco ha garantizado una discusión acabada a este respecto, pues siguen siendo los sectores más conservadores los que marcan el pulso de la discusión sobre el aborto y los derechos reproductivos en Chile. 
En este sentido, podemos concluir en líneas generales que hasta el año 2015 ha existido una continuidad con las políticas instauradas durante la dictadura en relación al aborto. En este sentido, el proyecto de ley que busca despenalizarlo en tres causales tiene como objetivo principal responder a una demanda social que comenzaba a crecer fuertemente en Chile, pero se hizo pensando en aquellos casos donde se pudiera generar un consenso indiscutido con la finalidad de no provocar demasiadas controversias con los sectores políticos más conservadores del país. Por lo tanto, en este proyecto podemos corroborar que la política del consenso en desmedro de los derechos sociales -y en este caso particular, los derechos de las mujeres- sigue vigente, ya que el mismo no aborda la interrupción del embarazo como un derecho de cada mujer: el proyecto Tres Causales consagra tres excepciones concretas a la penalización del aborto, y se trata de casos de extrema necesidad cuyo fundamento principal no tiene que ver con la voluntad y autonomía que cada mujer debe tener sobre su propio cuerpo. Pero además, es claramente condescendiente con las posturas de la derecha política del país y, por consiguiente, desde un punto de vista estrictamente político, no plantea una ruptura real con el pacto instaurado en Chile ad-portas de la salida del régimen dictatorial hace más de cuarenta años, y por lo tanto, este proyecto es un ejemplo más que tiende a demostrar que en la política nacional sigue latente el principio del consenso y el pacto que limita el tratamiento de las problemáticas más controversiales en el país.
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